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PRIVATIZACION DE LA VIGILANCIA DE LAS CARCELES 
 

ELA  EXIGE QUE NO SE MATERIALICE ESTA PRIVATIZACION DE LA VIGILANCIA EN 
LAS CARCELES  y  DEMANDA AL GOBIERNO VASCO Y AL DE NAVARRA A QUE SE 
POSICIONEN AL RESPECTO 

 
 

El Gobierno Español baraja la privatización de la vigilancia exterior de las prisiones (e incluso 
la vigilancia en el traslado y custodia de los internos).  
 
Esta posibilidad se hizo pública en el Consejo de la Guardia Civil (órgano en el que está 
presente el Ministro del Interior y el Secretario de Estado de Seguridad), donde según los 
participantes se les comunicó la posibilidad de llevar a cabo este cambio, con la excusa de 
poder disponer así de más efectivos en la calle y de dar salida a los escoltas del País Vasco. 
 
ELA DENUNCIA que sería una privatización de un servicio exclusivamente público y puede 
suponer un precedente muy peligroso (custodia, traslados…pueden venir después). Incluso 
podrían plantearse ocupar rastrillos interiores o controles de vigilancia interiores. 
 
ELA SE MANIFIESTA totalmente contrario a dicha medida, que en Hego Euskalerria tendría 
incidencia en los centros penitenciarios de Langraitz-Nanclares, Martutene, Basauri e 
Iruña/Pamplona,  
 
ELA VALORA que sería una medida que atentaría contra la propia normativa  (Art 63 del 
Reglamento Penitenciario), teniendo efectos tales como la sustitución del personal de la 
Ertzaintza en lo correspondiente a centros penitenciarios de la CAPV. 
 
De ponerse en práctica esta medida, supondría además una merma desde el plano de 
seguridad del personal que trabaja en estos centros así como de los propios internos. 
 
ELA subraya, asimismo, la relación entre objetivos de privatización de lo público y empresas 
privadas de seguridad, para garantizar a estas el mantenimiento de sus cuotas de negocio, 
utilizando en este caso para ello al propio personal del colectivo de escoltas a quienes quieren 
utilizar como excusa para abrir esta nueva vía de privatización de servicios públicos, 
generándoles este tipo de expectativas para eludir las empresas de seguridad su 
responsabilidad en el reciclaje y reubicación, además de que no supondrá ahorro para la 
ciudadanía: lo que pretenden ahorrar a costa de los salarios del personal se lo llevarían las 
empresas privadas de seguridad. 
 
POR ELLO ELA EXIGE A LOS RESPONSABLES DE INTERIOR DE AMBAS 
COMUNIDADES UN POSICIONAMIENTO CLARO ASI COMO UN  COMPROMISO DE QUE 
ESTO NO SE VA A LLEVAR A CABO EN LOS CENTROS PENITENCIARIOS DE HEGO 
EUSKALERRIA 


